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El indicador de normas del trabajo del Banco Mundial.
Averiguaciones y críticas recientes
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Resumen. Los autores reseñan las últimas novedades acerca del estudio Doing
Business del Banco Mundial, haciendo hincapié en el indicador de las normas del
trabajo: la dificultad de contratación, la rigidez de la jornada de trabajo y la dificul-
tad y costo del despido de trabajadores. Primero pasan revista a los estudios que ins-
piraron la concepción del indicador y a los que lo han usado o se han visto influidos
por él. Analizan después las críticas vertidas contra el mismo, y ponen de relieve los
problemas conceptuales y empíricos que plantea. Por último, proponen ideas alter-
nativas y líneas de investigación para el futuro.

n el presente apunte se analiza un conjunto de estudios sobre uno de losE componentes del informe Doing Business del Banco Mundial: el indicador
de las normas del trabajo, también llamado indicador de contratación de trabaja-
dores. Este polémico informe acomete una labor importante: valorar las normas
que regulan la vida empresarial y la manera en que se aplican las mismas en cien-
to setenta y ocho países. Sirve de orientación acerca de las normativas que condi-
cionan el crecimiento económico y permite establecer comparaciones entre
países a fin de identificar las prácticas más idóneas (Banco Mundial, 2007a). El
fruto principal del referido informe es una clasificación de los países según la faci-
lidad de desarrollar la actividad empresarial. Este indicador general está com-
puesto por diez indicadores o índices, entre ellos, el de las normas del trabajo
—llamado oficialmente de «empleo de trabajadores» y de «rigidez del em-
pleo»— cuyo propósito consiste en medir los costos y escollos que imponen las le-
yes y reglamentaciones laborales al empleo de mano de obra. Está compuesto de
tres elementos: la dificultad de contratación, la rigidez de la jornada de trabajo y
la dificultad y costo del despido1.

Desde la puesta en marcha del informe Doing Business, en 2004, la valora-
ción realizada por el Banco Mundial de las normas laborales vigentes en los paí-
ses en desarrollo ha sido predominantemente negativa. Se les achaca una rigidez

1 * Investigadores superiores del Programa de Condiciones de Trabajo y Empleo de la Oficina
Internacional del Trabajo (Suiza). Se ha creado una red de investigación sobre la legislación en favor
del trabajo decente para explorar nuevas perspectivas en la esfera de las leyes que regulan el mer-
cado de trabajo. Los investigadores interesados pueden obtener más información al respecto
enviando un correo electrónico a las direcciones lees@ilo.org o mccann@ilo.org. ** Investigadora
del Grupo de Investigaciones Económicas para el Desarrollo (DERG) de la Universidad de Copen-
hague (Dinamarca). Los autores agradecen a dos evaluadores anónimos sus valiosos comentarios,
aunque se responsabilizan de cualquier error que pudiere haber en el trabajo.

La responsabilidad de las opiniones expresadas en los artículos sólo incumbe a sus autores, y su
publicación en la Revista Internacional del Trabajo no significa que la OIT las suscriba.

1 Puede consultarse más información en el sitio oficial de Doing Business en la Red: <http://
www.doingbusiness.org/>, y en el informe Doing Business 2008 (Banco Mundial, 2007a), el primero
traducido al español: <http://espanol.doingbusiness.org/documents/fullreport/2008/DB_08_Full_Re
port_Spanish.pdf>.
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excesiva que lastra la productividad y promueve el desempleo y el empleo infor-
mal; en cambio se considera que un marco reglamentario más flexible propicia
un aumento del crecimiento económico y del empleo. En cierto sentido, cabe en-
tender que este informe respalda de manera empírica el «Consenso de Washing-
ton aumentado» (Rodrik, 2005), que atribuye una gran parte del fracaso del
Consenso de Washington en los países en desarrollo a la rigidez de su mercado
de trabajo.

La naturaleza innovadora de este indicador y las fuertes repercusiones que
puede tener en los planes políticos han servido de acicate para un número cre-
ciente de estudios en los que se examinan los efectos de las normas laborales en
el empleo y el crecimiento económico, sobre todo en los países en desarrollo y
en transición. El indicador también ha sido blanco de críticas acerbas por parte
de sindicatos, académicos, abogados y otras personas que cuestionan tanto la
presunción ortodoxa de que los mercados de trabajo no regulados cosechan
mejores resultados de empleo como los fundamentos metodológicos de Doing
Business.

En las páginas siguientes analizaremos las averiguaciones de los estudios
que usan el indicador de las normas del trabajo y la base de datos Doing Business,
así como los trabajos que sirvieron de inspiración para la elaboración del indica-
dor o que se vieron influidos por él. Nos centraremos en las consecuencias de las
reglamentaciones laborales en el empleo, la inversión y otras variables macroeco-
nómicas. Expondremos después las críticas vertidas contra el indicador por los
problemas conceptuales y empíricos que presenta. El apunte concluye con una
síntesis crítica de los estudios mencionados y con algunas propuestas sobre las po-
sibles líneas de investigación para el futuro.

Averiguaciones acerca del indicador de las normas del trabajo2

Repercusiones en la evolución del empleo
Botero y otros (2004), que elaboraron la metodología del indicador que comen-
tamos, llegaron a la conclusión de que cuanto más estricta es la normativa del
trabajo, menor es la tasa de actividad económica y mayor el desempleo, especial-
mente entre los trabajadores jóvenes. Desde entonces, varios estudios empíricos
han apoyado la desreglamentación3. Por ejemplo, basándose en datos compara-
dos de varios países, Micco y Pagés (2004) aplicaron la metodología de Botero y
otros (2004) y dedujeron que una mayor rigidez de las reglas relativas a la estabi-
lidad del empleo aminoraba los flujos brutos de puestos de trabajo, sobre todo
en los sectores que necesitan más flexibilidad laboral. En el estudio del PNUD
titulado El impulso del empresariado (2004), que se basa en gran medida en el

2 Sólo se examinan los estudios en que se utilizaron los indicadores de Doing Business o que
se vieron influidos por ellos. En las notas a pie de página se mencionan otros estudios pertinentes
sobre las repercusiones de las normas laborales.

3 En Djankov (2007) figura un repaso reciente a estos estudios.
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informe Doing Business 2004, se considera que la rigidez de las leyes laborales va
unida a un mayor desempleo femenino. Sobre esta base, en el estudio se arguye
que los países en desarrollo deberían suprimir las normas laborales excesiva-
mente complejas y optar por normas más simples con niveles de ejecución más
altos. Schiantarelli (2005) afirma que las reglamentaciones menos estrictas
facilitan el aumento de la productividad, mientras que Djankov, McLiesh y Ra-
malho (2006) sostienen que la mejora de las leyes que afectan a las empresas po-
dría conllevar aumentos del PIB de hasta el 2,3 por ciento. Czeglédi (2006)
observa que los países reglamentistas a menudo son más pobres y crecen más
despacio, mientras que los que legislan menos pero de forma más coherente lo-
gran niveles más altos de desarrollo. Tras examinar los componentes específicos
de las reglamentaciones, Poschke (2007) concluye que los costos del despido
obstaculizan la desaparición de las empresas de baja productividad, lo que con-
gestiona el proceso de selección empresarial y entorpece el crecimiento; este
efecto es más fuerte cuanto más variable sea la productividad de las empresas.
De igual modo, Haltiwanger, Scarpetta y Schweiger (2008) aducen que las nor-
mas estrictas en materia de contratación y despido distorsionan los flujos de em-
pleos y, por tanto, son muy perjudiciales para la eficiencia distributiva, el nivel
de productividad y el crecimiento 4.

Con respecto a los estudios de ámbito nacional, Heckman y Pagés (2004),
valiéndose de una metodología similar al indicador de las normas del trabajo,
concluyen que, en América Latina, las reglamentaciones laborales son un meca-
nismo de aumento de las desigualdades, y que quienes suelen salir perdiendo son
los trabajadores jóvenes, rurales y que no han recibido instrucción. Estas averi-
guaciones son confirmadas por Basu y Maertens (2007), quienes, basándose en
el referido indicador, sostienen que las normas laborales constituyen uno de los
principales obstáculos para que la economía india siga creciendo. Dichos auto-
res afirman que las reformas son necesarias y recomiendan un ordenamiento la-
boral que se caracterice por contratos flexibles, una red de seguridad y bienestar
mínimos para los trabajadores desempleados y un sistema capaz de resolver rá-
pidamente los conflictos 5. En sus estudios sobre el Brasil, Almeida y Carneiro
(2005a y 2005b) averiguan que una flexibilidad alta y la abundancia de mano de
obra informal suelen ir acompañadas de niveles más altos de productividad y de
valor añadido por trabajador. Su argumento es que el empleo informal es una
cantera importante de mano de obra que no está sujeta a la normativa, lo cual

4 Falk, Huffman y MacLeod (2008) también señalaron que las amenazas de despido son
cruciales para la eficiencia del mercado, aunque arguyeron que una mayor flexibilidad en los ins-
trumentos contractuales (por ejemplo, el pago de primas) puede contrarrestar los efectos negati-
vos de las restricciones al despido. Por tanto, el efecto exacto de las amenazas de despido depende
del marco institucional.

5 En un estudio de Besley y Burgess (2004), también referido a la India y basado en datos
nacionales, se concluye que la reglamentación del trabajo ha tenido como resultado un retroceso
del empleo, la inversión y la productividad de la industria manufacturera regular, mientras que la
productividad en el sector informal ha aumentado. En el estudio también se indica que apenas hay
constancia de que las normas laborales hayan promovido los intereses de los trabajadores, y se deja
entrever un vínculo entre estas normas y el aumento de la pobreza en las zonas urbanas.
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puede posibilitar que las empresas funcionen con mayor eficiencia. En el caso de
México, Mehrez (2005) aduce que la gran envergadura del sector informal y las
externalidades y distorsiones conexas en la economía son atribuibles a la rigidez
del mercado de trabajo, medida en función del salario mínimo, la duración de la
jornada laboral y la remuneración de las horas extraordinarias.

Las relaciones entre la reglamentación, el crecimiento, el sector informal y
la corrupción han dado pie a numerosos estudios. Por ejemplo, Loayza, Oviedo
y Servén (2004 y 2005a) presentan indicios de que un alto nivel de reglamenta-
ción del mercado de trabajo está relacionado con un crecimiento menos dinámi-
co y la expansión de la informalidad. Dreher y Schneider (2006) consideran que
una normativa laboral más estricta está asociada a un aumento de la corrupción
y de la economía sumergida, mientras que un mejor cumplimiento de las leyes
reduce el sector informal. También señalan que, en los países de ingresos altos,
la corrupción y la economía sumergida tienden a ser sustitutos, mientras que en
los países de ingresos bajos suelen complementarse. Esta conclusión puede
constituir una enseñanza interesante para el diseño de la normativa6. De igual
modo, en un estudio reciente de Dabla-Norris e Inchauste (2008) se comprueba
que la reducción de las normas regulatorias aumenta las ventajas que obtienen
las empresas al integrarse en la economía regular y disminuye sus incentivos por
operar en el sector informal.

Repercusiones en la inversión y las empresas
Otra corriente de estudios sobre la reglamentación sociolaboral y económica
examina las relaciones múltiples que guardan las instituciones del mercado de
trabajo, el crecimiento, el clima de inversión y el espíritu empresarial. Por ejem-
plo, Hallward-Driemeier y Stewart (2004) consideran que un aligeramiento de
la normativa mejora el clima de inversión, lo que conlleva un aumento de la pro-
ductividad, de la inversión y del empleo, en particular en las empresas más pe-
queñas. En cuanto a América Latina, Loayza, Oviedo y Servén (2005b) afirman
que las reglamentaciones laborales, fiscales y del mercado de productos afectan
negativamente al rendimiento total desde el punto de vista de la entrada y salida
de empresas de la economía. Esta conclusión se ve respaldada por el estudio de
Oviedo (2006), en el que también se señala que la impredecibilidad de la regla-
mentación agrava la ineficacia en el proceso de reasignación de los factores7. En
un documento de la Comisión Europea (2004, capítulo 5) se señala que las refor-
mas del mercado de trabajo tienen repercusiones tanto directas como indirectas
en la productividad. Las primeras consisten en la disminución de los costos de la

6 Basándose en los datos de empresas recogidos por el Banco Mundial, Hallward-Driemeier y
Helppie (2007) también concluyen que, si bien un mayor nivel de reglamentación, arbitrio y corrup-
ción va asociado al uso por las empresas de disposiciones de trabajo más flexibles, esta tendencia dis-
minuye cuando la reglamentación se hace más estricta.

7 En un estudio anterior de Oviedo (2004) se comparaba lo ocurrido en los países de
Europa oriental, la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE) y América
Latina, y se concluía que la razón por la que América Latina se benefició menos de la reforma nor-
mativa que los países en transición fue que el ritmo de la reforma no fue suficiente para generar
diferencias significativas en la dinámica de las empresas.
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actividad empresarial y la supresión de los obstáculos para la penetración en
nuevos mercados, mientras que las segundas consisten en niveles más altos de
eficiencia distributiva, productiva y dinámica. De igual modo, Desai, Gompers y
Lerner (2005) comprueban que un nivel mayor de reglamentación laboral va
acompañado de una reducción de la rotación de empresas, de una mengua del
tamaño medio de las firmas y de una mayor distorsión en la distribución por ta-
maño de las empresas.

Jacobs y Coolidge (2006) sostienen que las pequeñas y medianas empresas
que operan al margen del mercado regular se ven especialmente afectadas cuan-
do el entorno normativo impone costos elevados, por lo que pueden ser benefi-
ciaras clave de las reformas reglamentarias. Van Stel, Storey y Thurik (2006)
afirman que la reglamentación del mercado de trabajo disminuye las vocaciones
empresariales 8, mientras que Klapper y otros (2007) indican que la calidad de la
normativa guarda una relación significativa con el nivel de iniciativa empresa-
rial. Pierre y Scarpetta (2004) consideran que las leyes laborales demasiado am-
biciosas aumentan los costos del trabajo y lastran la voluntad de las empresas de
contratar a más trabajadores y adoptar nuevas tecnologías, lo cual, a su vez, re-
duce la reasignación de mano de obra a empleos productivos en la economía
regular. No obstante, según los autores mencionados, estos efectos difieren se-
gún el tipo y el tamaño de la empresa, y los empleadores suelen recurrir a la for-
mación en el trabajo y al empleo temporal para compensar la severidad de la
legislación que protege el empleo estable. Estas conclusiones se reproducen en
el último trabajo de estos autores (Pierre y Scarpetta 2007), en donde indican
que las reformas del mercado de trabajo pueden ser inoperantes si no van acom-
pañadas de mejoras en los mecanismos de protección social que aminoren los
costos del ajuste para los trabajadores. Ardagna y Lusardi (2008) consideran que
las normas del trabajo actúan en detrimento de la iniciativa empresarial, espe-
cialmente por su impacto en las redes sociales, las aptitudes empresariales y la si-
tuación laboral; no obstante, también sostienen que la reglamentación refuerza
el impacto de las actitudes frente al riesgo.

Repercusiones en los resultados macroeconómicos
Otro grupo de estudios versa sobre los lazos entre reglamentación, comercio e
inversión extranjera directa. Javorcik y Spatareanu (2004) sostienen que, a me-
dida que el mercado laboral de un país receptor se va haciendo más flexible, ésta
puede aumentar hasta un 18 por ciento; el efecto es particularmente pronuncia-
do en las economías en transición y tiene más relevancia para las inversiones en
el sector de los servicios que para la industria manufacturera. De igual modo,
Busse y Groizard (2006) encuentran indicios de que una reglamentación excesi-
va restringe el crecimiento, ya que disminuye los niveles de inversión extranjera
directa. Con respecto al comercio, Bolaky y Freund (2005) llegan a la conclusión

8 Cabe señalar que esta conclusión se basa en el supuesto de que las diferencias entre las
reglamentaciones de los distintos países son estables con respecto a los distintos tamaños de
empresa, lo que pone en entredicho la fiabilidad de las averiguaciones.
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de que, en países con reglamentaciones estrictas, el efecto del comercio en el cre-
cimiento a largo plazo es nulo en el mejor de los casos y negativo en el peor de
ellos (yendo asociado a un descenso del nivel de vida). Según Loayza y Raddatz
(2006), el aumento de la flexibilidad laboral amortigua el impacto negativo que
tienen en la producción los cambios bruscos de la relación de intercambio, mien-
tras que, en los mercados de trabajo rígidos, la solidez financiera nacional puede
atenuar las conmociones de origen externo. Borrmann, Busse y Neuhaus (2006)
consideran que los países con reglamentaciones excesivas e instituciones de
poca calidad han sido incapaces de aprovechar plenamente la liberalización co-
mercial; a su modo de ver, la reforma del marco normativo es esencial para que
el comercio y las entradas de inversión extranjera directa mejoren el bienestar
social. Esta conclusión se ve respaldada por Helpman e Itskhoki (2007), quienes
afirman que los países con menos «fricción» en el mercado de trabajo logran más
frutos del comercio; ahora bien, también señalan que las diferencias en las tasas
de desempleo vinculadas al comercio no reflejan necesariamente diferencias en
el nivel de rigidez. Cuñat y Melitz (2007) exponen datos según los cuales los paí-
ses con mercados laborales más flexibles tienen ventaja comparativa en los sec-
tores en que la capacidad de adaptarse es más importante, por ejemplo, los
ramos económicos sujetos a conmociones de alta variabilidad. También sostie-
nen que una economía rígida se puede mejorar liberalizando el comercio e «im-
portando flexibilidad» desde un socio comercial más flexible, en vez de optar por
la desreglamentación del mercado de trabajo.

Críticas acerca de las premisas del indicador
Como se apunta en la parte anterior, el indicador de las normas del trabajo ha te-
nido una influencia significativa en las investigaciones en materia laboral. Tam-
bién ha influido en los debates sobre las políticas del mercado de trabajo,
particularmente en los países en desarrollo y en transición. Con todo, las críticas
contra el indicador vienen aumentando en número e intensidad. En sus prime-
ros trabajos, los autores críticos no sometían el indicador de las normas del tra-
bajo a pruebas empíricas, sino que solían centrarse en sus fundamentos, que
habían sido aceptados de manera general en los estudios empíricos. Las objecio-
nes se refieren sobre todo al uso del indicador laboral —y, en particular, de las
clasificaciones de países— como criterio rector de las reformas jurídicas y como
baremo para la medición del progreso y para proporcionar asistencia económica
a los países en desarrollo. Así pues, las críticas han sido eminentemente concep-
tuales y metodológicas, en lugar de fundarse en la «robustez» econométrica de
los indicadores. Sin embargo, las críticas contra el informe Doing Business se
han ampliado en los últimos años con pruebas empíricas basadas en nuevos da-
tos y análisis. En esta parte estudiaremos estas dos corrientes de investigación.

Problemas conceptuales y de medición
Los fundamentos conceptuales y metodológicos del indicador de las normas del
trabajo y de toda la labor que se lleva a cabo en torno al informe Doing Business
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son tachados en los estudios sobre el tema de problemáticos o poco fiables9.
Cabe sostener que las lagunas conceptuales del informe se derivan de la inter-
pretación subyacente que hace de las leyes laborales, pues éstas aparecen agru-
padas, junto con las demás disposiciones jurídicas abarcadas por el indicador, en
el seno de la «reglamentación empresarial». Esta concepción de las normas del
trabajo se aparta de los propósitos que se confieren a las mismas en las esferas
política, jurídica y de otra índole, que suelen ensalzar los objetivos sociales de re-
glamentación laboral, por ejemplo, garantizar la justicia social, proteger el bien-
estar y la estabilidad de los trabajadores o mejorar la calidad de la vida de éstos y
de sus familias10.

En consonancia con esta clasificación de las leyes laborales como un factor
del «entorno empresarial», los indicadores Doing Business no están concebidos
para reconocer los objetivos sociales de las reglamentaciones laborales naciona-
les ni para evaluar el nivel de protección brindado por las mismas. Como resulta-
do de ello, un problema clave que ha sido planteado tanto por los sindicatos
como por los investigadores es que, dejando aparte las normas fundamentales
del trabajo 11, el indicador de las normas laborales no tiene en cuenta muchos de
los derechos proclamados en los convenios y recomendaciones de la OIT 12. Por
ejemplo, en un análisis de las normas internacionales que regulan la jornada de
trabajo se llega a la conclusión de que el subíndice relativo a la rigidez de la jor-
nada se aparta sustancialmente de ellas (Lee y McCann, 2008). Asimismo, en el
último informe Doing Business se señala a Georgia como modelo de reglamen-
tación del mercado de trabajo (Banco Mundial, 2007a, pág. 22), pese a que la
OIT ha censurado de plano su código del trabajo por conceder a los empleado-
res un derecho ilimitado a despedir a trabajadores sin causa justificada y por im-
poner severas restricciones a la acción sindical y al derecho de los trabajadores a
negociar colectivamente.

Por otro lado, en lo que respecta a las clasificaciones generales de los paí-
ses, el indicador de las normas del trabajo genera algunos datos sorprendentes
que, en algunos casos, no están en consonancia con los resultados económicos
que pretende medir el propio índice. Debido a la falta de reglamentación de sus
mercados de trabajo, países como Afganistán, Haití y Papua Nueva Guinea, por
ejemplo, registran puntuaciones más altas en el índice que algunas economías
prósperas con niveles de desempleo bajos y productividad elevada como Finlan-

9 Véanse, por ejemplo, los estudios de Kitching (2006), Arruñada (2007 y 2008), Berg y Cazes
(2007) y Lee y McCann (2008) con las últimas críticas al respecto, así como la respuesta que figura
en Djankov (2008).

10 Puede consultarse información sobre los objetivos incardinados en las normas interna-
cionales del trabajo en Langille (2005) y Murray (2001), entre otros.

11 Estas normas se enuncian en la «Declaración de la OIT relativa a los principios y derechos
fundamentales en el trabajo», de 1998. Se trata de normas sobre la libertad de sindicación y de nego-
ciación colectiva, el trabajo forzoso e infantil y la discriminación en el empleo y la ocupación.

12 En el último informe se afirma que las mejoras metodológicas han puesto en consonancia
el indicador de las normas del trabajo con los convenios de la OIT (puede consultarse más informa-
ción en Banco Mundial, 2007a, pág. 79).



Apuntes, debates y comunicados 469
dia, Países Bajos y Suecia, lo que desmiente la afirmación del Banco Mundial de
que las políticas más flexibles son una fórmula para crear empleo de alta calidad.
En este contexto, las federaciones sindicales internacionales han señalado que,
al disuadir a los países de mantenerse por encima del nivel estrictamente mínimo
de reglamentación del mercado de trabajo, el informe Doing Business socava los
objetivos de desarrollo promovidos por los organismos internacionales, entre
ellos el propio Banco Mundial (Global Unions, 2007, pág. 2).

La realización de análisis detallados de cada uno de los indicadores arroja
luz sobre dichos resultados y plantea dudas acerca de una serie de subíndices y
disposiciones jurídicas que quedan fuera del informe. El examen del subíndice
de rigidez de la jornada de trabajo, por ejemplo, pone de manifiesto que éste no
sintoniza en líneas generales con las tendencias de las reglamentaciones nacio-
nales y que favorece mucho a los países que tienen una jornada de trabajo ente-
ramente libre (Lee y McCann, 2008). McLeod (2007) sostiene que el indicador
de la «rigidez del empleo» no proporciona información nueva, pues su único
efecto es introducir un sesgo que perjudica los intereses de los empleadores, ya
que realza la importancia de los subíndices que lo componen: la dificultad de
contratación, la rigidez de la jornada y la dificultad de despido. Asimismo, Berg
y Cazes (2007) destacan la ausencia en el indicador de las garantías de negocia-
ción tripartita y de negociación colectiva, pese al papel que desempeñan en favor
del dinamismo y la capacidad de adaptación de los mercados de trabajo13.

En los estudios dedicados a este tema también se cuestionan los modelos
de «empresa» y de «trabajador» que se aplican para valorar la legislación laboral
con miras a la elaboración de los indicadores de Doing Business 14. Algunos de
los supuestos sobre la «empresa» son, por ejemplo: que se trata de una empresa
de responsabilidad limitada, que opera en el sector manufacturero y que tiene
201 empleados. Varios estudios han confirmado que este modelo de empresa no
representa el grueso del sector privado de muchos países en desarrollo, sobre
todo porque está muy alejado de las microempresas características del sector in-
formal 15. En el caso del África subsahariana, por ejemplo, Kitching (2006) sos-
tiene que, como el informe Doing Business se basa en un modelo de empresa
atípico frente a la vasta mayoría de las microempresas y pequeñas empresas, no
puede ofrecer información válida acerca de las limitaciones al crecimiento que
soporten estas empresas. La imagen del «trabajador» que hace suya el informe
también es susceptible de crítica, ya que se atiene al arquetipo más clásico; por
ejemplo, se supone que el trabajador tiene 42 años, ocupa un puesto a tiempo
completo y lleva veinte años en la misma empresa. Sin embargo, este modelo de
asalariado es ajeno a muchos trabajadores —sobre todo mujeres— de los países

13 Véanse también Du Marais (2006), Association Henri Capitant (2006) y McLeod (2007).
14 Puede verse la metodología del indicador de normas del trabajo en: <http://www.doing

business.org/MethodologySurveys/EmployingWorkers.aspx> (página consultada el 5 de septiem-
bre de 2008).

15 Véanse Palmer, Wedgwood y Hayman (2007), Berg y Cazes (2007) y ONUDI/GTZ (2008).
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industrializados, y representa sólo a una minoría de los trabajadores de muchos
países en desarrollo 16.

En este mismo sentido, Siems (2007) sostiene que, al comparar países en
donde el contexto de determinadas normas es completamente diferente, el infor-
me Doing Business no sirve para valorar los ordenamientos jurídicos de cada
país, lo que mina la validez del sistema de clasificación general. En el estudio de
Bath (2007) respecto de China y Australia se arguye que el limitado alcance del
indicador de las normas del trabajo conlleva que la clasificación general de Doing
Business no refleje fielmente la facilidad para hacer negocios, lo que socava su
utilidad para analizar cada país por separado y para establecer comparaciones
entre ellos. Høyland, Moene y Willumsen (2008) sostienen que a los países les
puede resultar incluso más fácil cambiar su clasificación en el informe que modifi-
car su entorno empresarial real. Esto viene a respaldar la teoría de Ménard y Du
Marais (2006) de que el sistema de clasificación de Doing Business es superficial y
sólo mide la capacidad de los países de «fijar las reglas del juego». En general, el
estado actual del conocimiento sobre el funcionamiento de la legislación laboral
no confirma la creencia de que la reforma de la legislación laboral en pos de la
desreglamentación sirva a los países para mejorar sus resultados económicos
(Deakin, Lele y Siems, 2007). Estas deficiencias conceptuales y metodológicas
del indicador contrastan con la credibilidad que está ganando en los círculos del
poder político mundial, lo cual nutre las sospechas de que el móvil principal del
mismo es la consecución de objetivos comerciales internacionales (por ejemplo,
fomentar la competencia mundial en el ámbito de la desreglamentación laboral),
más que el logro de metas de desarrollo nacional (Villalba, 2006).

En cuanto a la medición de los preceptos jurídicos, en una serie de estudios
se ha subrayado que el indicador de las normas del trabajo está basado en políti-
cas regulatorias de jure y, dado que éstas no coinciden necesariamente con las
prácticas de facto, la capacidad del mismo para valorar el impacto económico de
determinados instrumentos jurídicos es pequeña17. Chor y Freeman (2005), por
ejemplo, no ven correlación alguna entre el citado indicador y la medición co-
rrespondiente que hacen ellos en el plano mundial, a saber, el índice sobre «nor-
mativa de empleo y condiciones de trabajo», el cual se basa en la aplicación de
facto de las reglamentaciones. Dichos estudiosos comprueban que la valoración
de las reglamentaciones de jure no proporciona una imagen fiable de la realidad
laboral. De igual modo, Lee y McCann (2008) elaboran un indicador de la regla-
mentación efectiva destinado a valorar la situación de jure y de facto y encuen-
tran variaciones sustanciales entre los distintos países en lo tocante a la relación

16 Puede consultarse un ensayo sobre la reglamentación de los regímenes de trabajo preca-
rios en las economías industrializadas en Fudge y Owens (2006).

17 Véanse, entre otros, Jacobs y Coolidge (2006), Chor y Freeman (2005), Du Marais (2006)
y Lee y McCann (2008). Pone de manifiesto esta limitación el índice de competitividad provincial
de Viet Nam, ya que la diferencia de resultados entre la clasificación de Doing Business y este últi-
mo es atribuible al hecho de que la primera se basa en políticas de jure, mientras que el indicador
vietnamita valora si las normas se cumplen fielmente o no (véase USAID/VCCI, 2007).
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entre la reglamentación de la jornada de trabajo, los ingresos y el cumplimiento
de las leyes. Eifert (2007) explica que las reformas normativas de jure efectuadas
durante el período 2003-2006 no estimularon significativamente ni la inversión
ni el empleo (al menos a corto plazo) y respalda también la idea de que habría
que ser precavidos respecto del uso de los indicadores institucionales existentes
para sacar consecuencias sobre el efecto de las reformas de la legislación (véase
también Benjamin y Theron, 2007, sobre Sudáfrica).

Beneficios dimanantes de las leyes laborales
Tal como se menciona en la parte anterior, otra crítica que se ha vertido contra el
indicador de las normas del trabajo no le achaca su incapacidad para valorar los
objetivos sociales de la reglamentación del mercado laboral, sino su incapacidad
para reconocer y valorar los caminos por los cuales las leyes laborales pueden di-
namizar el rendimiento económico. A este respecto, se aduce que el indicador
está basado en la suposición de que los mercados desreglamentados son más fa-
vorables al crecimiento económico y que se compone de subíndices que miden el
nivel de desreglamentación en lugar de valorar con precisión la relación entre las
disposiciones jurídicas y los resultados económicos.

En los estudios sobre legislación laboral se dan explicaciones sobre la for-
ma en que la reglamentación laboral puede promover los objetivos económicos,
y se esboza el papel que desempeñan las normas del trabajo en la consecución de
resultados económicos positivos, sobre todo gracias al fomento de eficiencias di-
námicas. Algunas obras recientes han proporcionado justificaciones teóricas de
la reglamentación en las que las consideraciones relativas a la eficiencia econó-
mica complementan los objetivos sociales tradicionalmente dominantes (véan-
se, en particular, Deakin y Wilkinson, 1991 y 2000). En estos estudios se propone
un modelo para comprender cómo las normas laborales pueden generar benefi-
cios económicos a largo plazo salvaguardando los intereses de las empresas que
adoptan una estrategia de productividad elevada para lograr competitividad,
esto es, impidiendo que otras empresas compitan con ellas sobre la base de ma-
las condiciones de trabajo. De este modo, las normas laborales alejan la compe-
tencia económica del tratamiento inaceptable de los trabajadores y la encauzan
hacia otras esferas que dan ventaja competitiva: la innovación técnica, organiza-
tiva o directiva. De igual modo, Kitching (2006) aduce que es importante tomar
en consideración las repercusiones tanto directas como indirectas de las regla-
mentaciones, y señala que éstas también pueden potenciar y motivar a los pro-
pietarios de las empresas, en lugar de limitarse a fijarles obligaciones.

Por otro lado, un conjunto cada vez mayor de pruebas empíricas indica que
la existencia de una normativa laboral relativamente estricta no conlleva nece-
sariamente que los resultados del mercado de trabajo sean peores. Uno de
los primeros en cuestionar las premisas en que se basa el indicador que nos ocu-
pa ha sido Bertola (2005 y en prensa), quien pone en duda la creencia de que to-
das las reglamentaciones del mercado de trabajo tienen efectos adversos para el
empleo y el bienestar social. De la misma forma, Arpaia y Mourre (2005) argu-
mentan que las ventajas y los inconvenientes de la reglamentación cambian con
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el tiempo y que las normas no pueden ser consideradas per se un obstáculo para
el funcionamiento flexible del mercado de trabajo. La importancia de las circuns-
tancias de cada país queda resaltada en varios estudios, entre ellos la compara-
ción de los países de Europa oriental, la OCDE y América Latina llevada a cabo
por Oviedo (2004). En el informe de ONUDI/GTZ (2008) sobre el África subsa-
hariana también se concluye que existen pocas pruebas de que las leyes del traba-
jo «inapropiadas» coarten de manera significativa el crecimiento, y se señala que
la escasez de mano de obra cualificada constituye una limitación mucho mayor.
Más aún, en un informe reciente del Banco Mundial (2007b) acerca de Oriente
Medio y África del Norte se considera que las normativas de esta zona no impo-
nen restricciones a la actividad empresarial. En su estudio sobre la India, Jha y
Golder (2008) tampoco encuentran pruebas de que las medidas de protección del
mercado de trabajo sean un escollo para el desarrollo, y señalan también que,
para comprender la situación en materia de producción o empleo, se debe tomar
en consideración toda una serie de variables, además de las leyes laborales.

En lo que respecta a las investigaciones comparativas de países, Howell y
otros (2006) comprueban que no hay constancia de que el ordenamiento del mer-
cado de trabajo vaya acompañado de resultados adversos en el plano del creci-
miento y el desarrollo. Estos especialistas señalan que la generosidad en materia
de subsidios de desempleo podría ser una excepción, aunque la dirección de
la causalidad sea una incógnita. Del mismo modo, Blanchet (2006) no encuentra
ninguna relación clara entre el incremento de la flexibilidad del empleo y el
aumento de los niveles de desarrollo humano y de otras variables macroeconó-
micas. En su estudio aduce que la utilización de indicadores compuestos para cla-
sificar a los países puede inducir a error, y concluye que el informe Doing
Business esclarece muy poco las diferencias que registran las variables macroeco-
nómicas entre los distintos países. Por otro lado, un par de estudios recientes
—realizados por Commander, Svejnar y Tinn (2008) y Commander y Svejnar
(2008), respectivamente— utilizan los datos de las Encuestas de Empresas del
Banco Mundial y la base de datos de Doing Business para demostrar que las me-
joras en el indicador de las normas del trabajo (y en la clasificación general de
Doing Business) no parecen guardar relación alguna con el crecimiento del PIB o
del empleo. Los autores atribuyen estos resultados a la manera en que se calculan
los indicadores Doing Business y a la complejidad de las relaciones subyacentes.
Llegan a la conclusión de que los efectos fijos en los países pueden influir más en
los resultados empresariales que las diferencias de los entornos institucionales.

En un plano más general, como ha señalado Arruñada (2007), pese a la falta
de atención prestada por el informe Doing Business a las ventajas potenciales de
las leyes que amparan el mercado de trabajo, existen cada vez más indicios de que
la reglamentación puede conllevar beneficios económicos y sociales. Loayza,
Oviedo y Servén (2005a), por ejemplo, destacan el impacto potencialmente posi-
tivo de la reglamentación en la consecución de objetivos sociales como la estabili-
dad y el bienestar de los trabajadores. Asimismo, McCann y Lee (2007) proponen
ideas para diseñar la reglamentación del tiempo de trabajo de modo que favorez-
ca la eficiencia económica. Kiliçaslan (2005) sostiene que las normas relativas a
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las condiciones de empleo, la administración del trabajo y la formación profesio-
nal pueden entrañar un alza de la productividad, mientras que la flexibilidad sala-
rial parece ser perjudicial para el crecimiento en la industria manufacturera. Por
lo que respecta a la aplicación de la legislación laboral en las microempresas y pe-
queñas empresas, Fenwick y otros (2007) aducen que la reglamentación puede
jugar un papel importante en la promoción de la calidad, la estabilización y el cre-
cimiento. Del mismo modo, en un estudio reciente sobre Ghana realizado por la
OIT se afirma que la normativa laboral puede beneficiar a los empleadores pro-
piciando el aumento de la productividad, y se afirma que el rechazo de la legisla-
ción laboral no garantiza necesariamente la sostenibilidad de la actividad
empresarial (GEA/OIT, 2008).

Por otro lado, en lo que respecta al despido, Bird y Knopf (en prensa) con-
sideran que los costos impuestos a los empleadores por las leyes relativas a los
despidos improcedentes (en forma de mayores gastos de mano de obra y de me-
nor rentabilidad) aparecieron sólo durante el primer año tras su adopción, y tal
vez no sean tan elevados como deja entrever el indicador de contratación de tra-
bajadores. Almeida y Aterido (2008) también sostienen que existe una correla-
ción positiva entre el cumplimiento efectivo de las leyes laborales y la inversión
en la formación en el trabajo, sobre todo en el sector manufacturero y en los ra-
mos que funcionan con poca tecnología. Señalan que este efecto se produce
principalmente por la rigidez y el costo que entrañan las normas sobre contrata-
ción, más que por los preceptos jurídicos relativos al despido de trabajadores.

Por último, un asunto conexo que plantean a menudo los sindicatos es que,
al centrarse sólo en los costos de la reglamentación, el indicador de contratación
de trabajadores no tiene en cuenta los costos de la desreglamentación del merca-
do de trabajo, sobre todo en lo tocante a la seguridad social (Bakvis, 2006). A
este respecto —y en respuesta al informe El impulso del empresariado (PNUD,
2004)—, Trebilcock (2006) señala que en este estudio no se abordan las conse-
cuencias de la reducción de la protección social que conlleva la reforma liberali-
zadora, ni se cuestionan las relaciones entre algunas medidas específicas de la
legislación laboral y el índice de pobreza.

El camino que queda por recorrer: ¿entender bien
lo esencial?
Las deficiencias conceptuales y metodológicas del indicador de las normas del
trabajo que hemos expuesto desaconsejan que se use para sacar conclusiones so-
bre la rigidez general del mercado de trabajo: puede llevar a resultados dudosos
e, incluso, muy equivocados. Por otra parte, el argumento más bien simplista de
que las normas laborales constituyen un obstáculo para el crecimiento y el desa-
rrollo económicos, que se basa en la tesis de que la reglamentación sólo entraña
desventajas, ha quedado en tela de juicio gracias a las pruebas que confirman las
ventajas potenciales de la reglamentación.

Las pruebas empíricas expuestas en el presente apunte dan a entender que
los efectos de las instituciones del mercado de trabajo son quizás más complicados
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de lo que presupone el planteamiento de Doing Business. Por tanto, un método
más realista sería dar cabida a variaciones entre los países en lo tocante a la cober-
tura y la aplicación de las leyes laborales, tener en cuenta las repercusiones direc-
tas e indirectas de estas leyes y reconocer que el equilibrio entre ventajas e
inconvenientes puede cambiar con el tiempo. La complejidad de la relación entre
la normativa laboral y empleo deriva del hecho de que las instituciones laborales
están incardinadas en las normas sociales y el sistema de producción y suelen for-
mar parte de leyes y políticas complementarias. Por ejemplo, como señala
McCann, muchos de los derechos laborales reconocidos a los trabajadores de
la región asiática se implantaron al hilo de los procesos de democratización (véa-
se McCann, 2008).

El repaso que hemos realizado de los estudios sobre el tema pone de mani-
fiesto que la comprensión actual de la normativa laboral y de sus repercusiones
en los resultados económicos y del mercado de trabajo es probablemente insufi-
ciente para elaborar una directriz programática de validez universal. El proble-
ma parece surgir de lo más básico. El supuesto que subyace al indicador de las
normas del trabajo es que la reglamentación laboral es el resultado de la activi-
dad de captación de ingresos realizada por los trabajadores integrados. En este
sentido, como sostienen Lindbeck y Snower (2001), la atención suele centrarse
en la «desigualdad de fuerzas» entre unos trabajadores y otros, partiendo del su-
puesto de que las medidas liberalizadoras van encaminadas a reducir la influen-
cia que ejercen los trabajadores integrados. De este modo, la reglamentación del
trabajo deja de considerarse «una forma de regular la relación entre los trabaja-
dores y los empleadores» y pasa a primer plano un aspecto bastante secundario
de la misma: las diferencias potenciales entre los intereses de unos trabajadores
y otros. Este planteamiento respalda también la tesis neoclásica de que la regla-
mentación laboral introduce distorsiones en un mercado que, de otro modo, se-
ría eficiente.

Como se arguye más arriba, esta idea desequilibrada ha conducido a que
indicadores institucionales como el de las normas del trabajo sean elaborados
sin tener en cuenta las ventajas potenciales de la reglamentación. Agell (2004)
señaló que el apoyo intelectual a la desreglamentación profunda del mercado la-
boral «tiene su origen en las investigaciones que presuponen […] un mercado de
trabajo totalmente competitivo. Aunque este planteamiento podría ser útil para
valorar los inconvenientes de las instituciones del mercado de trabajo, no tiene
nada que decir acerca de los beneficios potenciales» (pág. 260). Como resultado
de ello, los análisis económicos sobre la normativa laboral se han realizado prin-
cipalmente siguiendo un criterio general que no justificaba la existencia de ésta
(Pissarides, 2001). Sin embargo, también es arriesgado afirmar que los defenso-
res de la reglamentación del trabajo comprenden bien y valoran debidamente
las ventajas dimanantes de ella. Tal como hemos señalado, ha habido algunos in-
tentos de demostrar estos aspectos positivos, pero el marco conceptual sigue
siendo relativamente endeble y su alcance no llega más allá del argumento de
«los fallos del mercado». También hacen falta mediciones pertinentes. Una la-
guna clave de estos estudios, por ejemplo, es que se limitan a esbozar las repercu-
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siones económicas de las disposiciones jurídicas, en lugar de hacer un análisis
detallado de las condiciones en que actúan 18.

La idea de que la interacción de reglamentación, empleo y crecimiento es
más compleja de lo que dan a entender los indicadores institucionales existen-
tes parece estar ganando terreno, incluso entre los defensores de la desregla-
mentación, lo cual es significativo. Por ejemplo, Mehrez (2005), Oviedo (2006) y
Dabla-Norris e Inchauste (2008) señalan la importancia de que la reglamenta-
ción sea de buena calidad para prevenir sus efectos potencialmente negativos y
de mejorar el cumplimiento de las leyes y normas a fin de reducir la «economía
sumergida» y atajar la corrupción. Como dejan entrever algunos estudios recien-
tes, las interacciones entre instituciones y políticas de diverso género pueden re-
vestir una importancia decisiva para valorar la índole y la escala de sus efectos
respectivos en los resultados del mercado de trabajo (por ejemplo, entre los sala-
rios mínimos y los impuestos o entre las leyes de protección del empleo y la for-
mación profesional); sin embargo, el conocimiento actual de esta interacción
institucional es muy insuficiente, y todavía no pueden extraerse conclusiones de-
finitivas al respecto (véanse Bertola, en prensa, y Bassanini y Duval, 2006).

Así pues, es de aceptación cada vez más general la idea de que las normas
del trabajo deben valorarse con un planteamiento global que abarque la articu-
lación de los derechos y obligaciones jurídicos concretos dentro de los ordena-
mientos jurídicos e institucionales en los que se implantan las políticas. Esta
atención a las medidas políticas que deben acompañar y apoyar la reforma labo-
ral posibilita una comprensión más profunda del conjunto de políticas necesario
para que las leyes y reglamentos promuevan los avances económicos. A este res-
pecto, los estudios monográficos de países o de tipo comparativo que toman en
cuenta los marcos estructurales y políticos pueden proporcionar una valoración
más precisa que los trabajos comparativos de países. En particular, este enfoque
permitiría que se tomaran en consideración de manera más completa las situa-
ciones de desarrollo específicas. Por ejemplo, en los numerosos países africanos
en que sólo una pequeña parte de la fuerza de trabajo está ocupada en la econo-
mía regular, la «formalización» —más que la «desreglamentación»— del merca-
do de trabajo puede constituir una prioridad clave para los poderes públicos.

A la luz del presente estudio, los países en desarrollo obtendrían probable-
mente más beneficios del debate sobre la legislación si éste dejara de centrarse
en si es conveniente desreglamentar y se pasara a reflexionar sobre la mejor for-
ma en que cada país puede promover unas leyes y políticas laborales capaces de
afrontar los retos actuales en la esfera del desarrollo. Si aludimos, por ejemplo,
al campo jurídico, algunos estudios recientes esbozan caminos prometedores so-
bre la manera de rediseñar o mejorar las técnicas jurídicas para que sus objetivos
se hagan realidad con mayor rapidez. A partir de los avances realizados en la

18 Una excepción es el examen llevado a cabo por Bosch y Lehndorff (2001) de los efectos
en el empleo de las reducciones colectivas de la jornada de trabajo efectuadas en Europa durante
los decenios de 1980 y 1990. Estos autores presentan un modelo de análisis más sofisticado y sope-
san tanto las repercusiones económicas de las medidas normativas como las condiciones en que es
más probable que den frutos beneficiosos.
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teoría de la regulación, se explora cómo los derechos laborales se pueden fomen-
tar de modos más eficaces y no sólo mediante el método clásico de «imposición y
control», a través de técnicas de ordenación nuevas u olvidadas como los incenti-
vos económicos, los contratos de los poderes públicos, los repertorios de reco-
mendaciones prácticas, etc. (véase, en particular, Fenwick y otros, 2007) 19. En
este trabajo también se traza un camino prometedor que no consiste tanto en un
alejamiento de las normas jurídicas sustantivas como en el diseño de mecanis-
mos de procedimiento y aplicación que garanticen que los derechos jurídicos se
lleven a la práctica, así como en la determinación de las combinaciones de las
técnicas de ordenación más eficaces a efectos de promover los objetivos sociola-
borales y económicos.
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